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1. INTRODUCCION

En el mes de septiembre el TICE estimé el recuso de anulacién por
el que Espaiia solicitaba la anulacién de una Decisién de la Comisién en
la medida en que declaraba incompatibles con el Tratado —y sujetas a la
obligacién de recuperaciéon— parte de las ayudas concedidas por Espaiia
en el marco del Plan Renove industrial I (St. de 26 de septiembre de 2002,
Espafia/Comision, C-351/98). Una sentencia que, lejos de cerrar este asunto,
s6lo lo ha aplazado. Y ello porque respecto a las ayudas declaradas in-
compatibles por la Decisién impugnada, el TICE s6lo ha declarado la
compatibilidad de una parte de tales ayudas: aquéllas que, sin superar el
umbral de minimis, se hayan concedido a transportistas no profesionales.
Pero respecto a todas las demds, la anulacién de la disposicién que de-
clara su incompatibilidad no equivale a su autorizacién; como veremos,
el TICE reprende a la Comision pero con ello no salva, necesariamente,
a Espafia.

* Profesora Ayudante de Derecho Internacional Piblico. Universidad de A Corufia.
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MARTA SOBRIDO PRIETO

2. AYUDAS ESTATALES: EL. PLAN RENOVE INDUSTRIAL 1

Con ¢l nombre de Plan Renove se conocen las medidas adoptadas por
el Gobierno espafiol desde mediados de los afios noventa para la renova-
cién del parque de automéviles con el objeto de reactivar la demanda de
automoéviles pero persiguiendo, al mismo tiempo, y puesto que los vehi-
culos nuevos son méds seguros y menos contaminantes, efectos positivos
sobre la seguridad vial y el entorno medioambiental.

Medidas que empezaron refiriéndose a los automéviles de turismo pero
que terminaron por alcanzar, también, a los automdviles industriales'. Asf,
si en abril de 1994 se habian adoptado medidas para la renovacién del
parque de vehiculos de turismo?, cuando en septiembre se vio la conve-
niencia de ampliar unos meses mds este régimen?®, también se decidié es-
tablecer algin tipo de incentivo en relacién con los vehiculos industria-
les; pero se articulé mediante un Convenio entre el Instituto de Crédito
Oficial (ICO) y el Ministerio de Industria y Energia®. Y es que si respec-
to a los turismos se habian establecido medidas de caricter fiscal que, como
tales, requerian rango de ley, las formuladas en relacién con los vehicu-
los industriales se referian a los créditos solicitados para la compra de
vehiculos: el ICO se dirigia a cualquier persona fisica, pequefias y me-
dianas empresas (en adelante, PYME), entidades publicas territoriales o

! Como tales se identificardn cinco categorias de vehiculos: (A) semirremolques
y camiones de mds de 30 toneladas; (B) vehiculos industriales entre 12 y 30 tone-
ladas; (C) vehiculos industriales entre 3,5 y 12 toneladas; (D) derivados de turismo,
furgonetas comerciales y vehiculos industriales de hasta 3,5 toneladas; y (E) auto-
buses y autocares.

2 Real Decreto-ley posteriormente convalidado por el Congreso de los Diputa-
dos. Real Decreto-ley 4/1994, de 8 de abril, de medidas transitorias y urgentes de
cardcter fiscal para la renovacién del parque de vehiculos de turismo (BOE de 12
abril 1994, nim. 87, p. 10999), convalidado por el Congreso de los Diputados en
su sesion del dia 12 de mayo de 1994 (BOE de 17 mayo 1994, nim. 117, p. 15040).
Medidas con vigencia hasta el 12.10.94,

3 De nuevo, un Real Decreto-ley posteriormente convalidado por el Congreso
de los Diputados. Real Decreto-ley 10/1004, de 30 de septiembre, de incentivos fis-
cales de cardcter temporal para la renovacién del parque de vehiculos de turismo
(BOE de 12 de octubre, num. 244, p. 31776). Convalidado por el Congreso mediante
Resolucién de 3 de noviembre de 1994 (BOE de 9 de noviembre de 1994, num. 268,
p. 34629). Medidas con vigencia hasta el 30.6.95.

* Convenio de 27 de septiembre de 1994.
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entidades de presentacién de servicios publicos locales; y, siempre y cuando
se comprometiesen a retirar de la circulacién un vehiculo industrial vie-
jo3, se le subvencionaban parte de los intereses de los créditos concedi-
dos para la compra —o arrendamiento financiero con intencién de com-
pra— de un vehiculo industrial. Concretamente hasta un maximo de cinco
puntos, de modo que, teniendo en cuenta que el crédito en cuestién no
podia superar el 70 % del precio de compra del vehiculo (IVA incluido),
esto suponia un maximo del 6,5 % del precio de compra del nuevo vehiculo
(IVA excluido). Una subvencién prevista para 15 meses (desde agosto de
1994 hasta diciembre de 1995) pero que finalmente se amplié un afio mds
(hasta finales de 1996) debido a que a finales de 1995 sélo se habia com-
prometido el 33 % de la linea de crédito prevista.

Unas medidas que el Gobierno considerd que no podian ser califica-
das de ayudas a efectos del entonces art. 92.1 TCE (actual art. 87.1 CE).
De modo que, al contrario de lo que harfa tres afios después con el Plan
Renove industrial 11¢ —que, aunque con retraso, si fue notificado—, en
esta primera ocasién Espafa entendié que sobre estas medidas no pesaba
la obligacién de notificacién; y la Comisién se enteré de su existencia por
la prensa’. Una circunstancia —la falta de notificacién previa— que, como
veremos a continuacion, en aquellos momentos tenfa sus consecuencias en
relacién con las garantias de celeridad que en principio podian entender-
se como exigibles a la Comisién respecto a la fase investigacion previa
de las ayudas notificadas.

5 Por tal, se entendian los tractocamiones de mis de siete afios, asi como cual-
quier otro vehiculo industrial de mds de diez afios.

¢ Como Plan Renove II se conoce el Convenio de colaboracién celebrado en 1997
entre el Ministerio de Industria y Energia y el ICO. Concluido el 26 de febrero de
1997 pero con efectos desde el 1 de enero de 1997, Espaiia lo notificé a la Comi-
sién mediante carta de 26 de febrero de 1997. Por ello, resultando que la Comisién
debia entrar a valorar una medida que ya estaba en vigor, la Comisién lo considerd
como un régimen de ayudas no notificado. La Decisién que finalmente adopté la
Comisién sobre este régimen también fue impugnada por Espafia (asunto C-409/00;
todavia pendiente).

7 Muchas son las ayudas no notificadas y de cuya existencia se entera la Comi-
sién por otros medios, como la prensa nacional o las denuncias de empresas com-
petidoras. Algo que, a pesar del paso del tiempo, sigue sucediendo. La experiencia
de tantos afios no evita que las autoridades nacionales continden sin notificar mu-
chas ayudas; como pone de manifiesto la Crénica legislativa publicada en este mis-
mo ndmero (SOBRINO HEREDIA, J. M.; SOBRIDO PRIETO, M.; HERNANDEZ GARCIA,
M.: «Crénica legislativa. Septiembre-Diciembre, 2002»; vid en el «Apartado 6. Com-
petencia», lo relativo al grado de cumplimiento).
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3. CONTROL DE LAS AYUDAS ESTATALES POR PARTE
DE LA COMISION

En relacién con el examen de las ayudas de Estado, el Tratado pre-
vefa dos tipos de procedimientos posibles: al primero estaban sujetos, se-
gun disponia el Tratado, todas las ayudas notificadas (investigacién pre-
via); y al segundo se sometian aquéllas que, tras la investigacién previa,
Ia Comisién habia considerado incompatibles con el mercado comin (in-
vestigacién formal)®. Una organizacién que en principio parecia sugerir
que las dudas que pudiese tener la Comisién debia despejarlas en la fase
de investigacién previa, si bien en el momento en que se desarrollan es-
tos hechos el TICE ya habia precisado que, puesto que la fase de investi-
gacién formal estd rodeada de mds garantias®, la persistencia de dudas tras
un primer estudio debfa conducir a la Comisién, no a prolongar esa fase
de investigacién previa sino a abrir la de investigacién formal. Jurispru-
dencia actualmente recogida en un Reglamento del Consejo que entrd en
vigor en 1999 y que, por tanto, no jugd ningin papel en este asunto '°.

Y en este asunto, tras una prolongada fase de investigacién previa, la
Comisién abrié la fase de investigacion formal.

8 Asi aparecia previsto en el entonces art. 93 TCE (actual art. 88). La fase de
investigacién previa aparecia prevista en el apartado 3.°: «l.a Comisién serd infor-
mada de los proyectos dirigidos a conceder o modificar ayudas con la suficiente an-
telacién para poder presentar sus observaciones. Si considerare que un proyecto no
es compatible con el mercado comiin con arreglo al articulo 87, la Comisién inicia-
rd sin demora el procedimiento previsto en el apartado anterior. El Estado miembro
interesado no podra ejecutar las medidas proyectadas antes que en dicho procedi-
miento no haya recaido decisién positiva». Y la fase de investigacion formal en el
apartado 2.°: «Si, después de haber emplazado a los interesados para que presenten
sus observaciones, la Comisién comprobare que una ayuda otorgada por un Estado
o mediante fondos estatales no es compatible con el mercado comin en virtud del
articulo 87 (...) decidird que el Estado interesado la suprima o modifique en el pla-
zo que ella determine...».

® La fase de investigaci6n formal presenta mayores garantias de defensa al EM
en cuestion, pero también a la Comisidn puesto que se abre a mayores fuentes de
informacién: cualquier EM o persona —fisica o juridica— interesada puede presen-
tar observaciones (nuevos datos, nuevos argumentos).

10 Reglamento (CE) n.° 659/1999 del Consejo, de 22 de marzo de 1999, por el
que se establecen disposiciones de aplicacion del art. 93 TCE (actual art. 88 CE).
DOCE L 83, de 27 de marzo de 1999. Entrada en vigor: 16 de abril de 1999.
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3.1. TARDANZA EN LA FASE DE INVESTIGACION PREVIA

En efecto, tras tener conocimiento de la existencia de estas ayudas, en
febrero de 1995 la Comisién se dirigié a Espafia para pedirle explicacio-
nes, v a pesar de que Espaiia contesté a cada una de las solicitudes de
informacién —un total de tres— en un plazo aproximado de un mes'!,
hasta junio no se abri6 la fase de investigacién formal. Un periodo de tiem-
po de mds de dieciséis meses que, segin alegd después Espafia al presen-
tar sus observaciones en la fase de investigacién formal 2, le habia lleva-
do a la conviccién de que estas ayudas no eran tales a efectos del entonces
art. 92.1 TCE o que, de serlo, debian entenderse como compatibles con
el TCE. Una conviccion que Espafia calificaba de «razonable» a la vista
de la jurisprudencia del propio TJCE.

Concretamente, Espafia se referia a dos sentencias. Una de 198413, en
la que el TICE declaré que cuando la Comisién tenga serias dificultades
para apreciar la compatibilidad de una ayuda, estd obligada a abrir la fase
de investigacién formal. Y otra de 1991', en la que el TICE: por un lado,
descarta que un EM que en violacién del deber de notificacién ejecuta unas
ayudas y después se muestra remiso a facilitarle a la Comisién la infor-
macién necesaria, pueda ampararse en la excesiva duracién de la investi-
gacidn previa para invocar su confianza legitima en la legalidad de las
ayudas; y por otro lado, afirma la facultad de la Comisién para ordenar
la suspensién de la ayuda mientras estudia su compatibilidad. Pero, ;qué
pretendia Espafia al citar estas sentencias? Quizd, dar a entender que la
obligacién de la Comisién de abrir el procedimiento de investigacién for-
mal cuando tenga dudas, permite deducir que la no apertura de ese pro-
cedimiento después de tanto tiempo puede llevar a un Estado a la convic-
cion de que, puesto que la fase de investigacion previa ha de ser rapida,

' Primera solicitud (1995): Enviada por la Comisién el 9 de febrero, Espaiia
la respondié el 6 de marzo; no obstante, y puesto que la contestacién espaiiola no
liegd hasta el 7 de abril, la Comisién, ante la falta de noticias, le envié un recorda-
torio el 4 de abril. Segunda solicitud (1995): Enviada por la Comisién el 6 de julio,
Espafia le respondi6 el 26 de ese mismo mes. Tercera solicitud (1996): Enviada por
la Comisién el 20 de febrero, Espafia le respondié el 14 de marzo; registrandose la
respuesta en la Comisién el dia 18.

2 DOCE L 329, de 5 de diciembre de 1998; vid. pp. 25, 30.

3 St. de 20 de marzo de 1984, Alemania/Comision, C-84/82, Rec. p. 1451.

14 St. de 21 de marzo de 1991, Italia/Comision, C-303/88, Rec. p. 1-1433.
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lo que sucede es que las medidas en cuestién no presentan ningin pro-
blema. Suposicién avalada por la buena disposicién de Espafia para res-
ponder a las solicitudes de informacién (de modo que ella no es la res-
ponsable de la excesiva duracién de la investigacién previa) y por el hecho
de que la Comisién no haya hecho uso de su facultad de suspender la ayuda
(medida que, sin lugar a dudas, evidenciarfa que la Comisién todavia no
estaba convencida de la conformidad de las ayudas).

Pues bien, aunque si es cierto que con estas sentencias —y con otras
anteriores de las que, en buena parte, éstas se hacen eco— el TICE tra-
baba de imponer, ante la falta de normas que desarrollasen el art. 93 TCE,
ciertos limites a la duracién de la fase de investigacién previa, esto no
avala las conclusiones de Espafa. Y ello porque de la tardanza puede de-
ducirse la existencia de dudas, no su ausencia'’; y los derechos que, a
favor del Estado, podria extraerse de la jurisprudencia citada: o se reco-
nocen a los EE.MM. que hayan cumplido con su obligacién de notifica-
cién (derecho a ejecutar la ayuda, trascurridos dos meses desde la notifi-
cacién) 6, o se refieren a la posibilidad de forzar la apertura de la fase de

IS El reverso de la obligacién que se impone a los EE.MM. de esperar hasta
que la Comisién les dé una respuesta, es la obligacién que se impone a la Comi-
sién de responder cuanto antes. Disponiendo la Comisién para ello, como sabemos,
de dos procedimientos: uno de investigacién previa; y otro de investigacién formal.
El primero consiste en una investigacién mas o menos ripida que tiene por objeto
poder dar la conformidad en aquellos supuestos en que es mas o menos féacil deter-
minar que las medidas estatales en cuestién no constituyen ayudas o, aun siéndolo,
son compatibles con el Tratado. Y el segundo, que presenta mayores garantias, no
estd pensado sélo —como podria hacer pensar el entonces art. 92 TCE— para cuando,
tras la investigacién previa, la Comisién se convence de la incompatibilidad de la
ayuda, sino también para cuando la fase de investigacién previa no le permite lle-
gar a ninguna conclusién definitiva. De modo que la obligacién de diligencia (en
tanto obligacion de no alargar en exceso la fase de investigacién previa) no exige a
la Comisién llegar en poco tiempo a una decisién definitiva, positiva (autorizacién
de la ayuda) o negativa (apertura del procedimiento de investigacién formal). Sino
que esta obligacién lo que le exige es asegurarse con rapidez de que la ayuda es
claramente compatible o, de lo contrario, abrir enseguida el procedimiento de in-
vestigacion formal. De modo que si, como en ese caso, alarga excesivamente la fase
previa serd porque le cuesta llegar a una decisién positiva; esto es, porque tras un
primer andlisis sigue con dudas. Y es por ello por lo que decimos que la duracién
excesiva no indica la ausencia de dudas sino su existencia.

16 Si en 1973 el TICE ya habia concretado en dos meses el tiempo que podia
considerarse como razonable en cuanto a la fase de investigacién previa (asunto
Lorenz), afos después advertiria que la brevedad del plazo constituia una deferen-
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investigacién formal!” (recurso de omisién contra la Comisién); pero, en
cualquier caso, ambos requieren del EM en cuestién una actitud (preaviso
de la ejecucién; requerimiento previo al recurso por omisién '®) que Espa-

cia para el EM, de modo que si éste incumplia su obligacién de notificacion previa
no podia exigirlo (asunto SFEI). Una perspectiva, la de considerar al Estado «cum-
plidor» como titular del derecho a una rdpida investigacién previa, que mds adelan-
te se veria ampliada con el reconocimiento de los derechos de las partes interesa-
das: en la medida en que en la fase de investigacién formal tienen derecho a presentar
observaciones, las partes interesadas pueden exigir que la Comisién no prolongue
excesivamente la investigacion previa. Asi fue reconocido en el asunto Telecinco en
el que, sin determinar a partir de qué momento podia considerarse que este plazo
era excesivo (como si habfa hecho en relacién con los proyecto de ayudas notifica-
dos y aun no ejecutados), afirmé que el plazo de 47 meses que habia transcurrido
desde que la denunciante habia presentado su primera denuncia a la Comisién (em-
presa competidora que presenté una queja a la Comisién denunciando las ayudas
estatales que estaban recibiendo una serie de empresas) si era excesivo. St. de 11
de septiembre de 1973, Lorenz, 120/73, Rec. p. 1471. St. de 11 de julio de 1996,
SFEI y otros, C-39/94, Rec. p. I-3547. St. de 15 de septiembre de 1998, Telecinco/
Comisién, T-95/96, Rec. p. 3407. Acerca de este asunto, puede consultarse, entre
otros: SOBRIDO PRIETO, M.: «La situacién de los particulares frente a la inactividad
de la Comisién en el control de los incumplimientos estatales en materia de ayudas
de Estado (Comentario a la St. del TPI de 15 de septiembre de 1998, Telecinco/
Comisién, T-95/96)», en Anuario da Facultade de Dereito da Universidade da Co-
rufia, 1999, n.° 3, pp. 729-744.

17 Como habia sefialado el TICE en la sentencia de 1984 citada por Espaiia (St.
de 20 de marzo de 1984, Alemania/Comision, C-84/82, Rec. p. 1451), la duracién
excesiva —entonces también de 16 meses— parece indicar la existencia de dudas.
De modo que si parece que la Comisién no es capaz de llegar a la firme conviccién
de la compatibilidad de las ayudas (en realidad, en el asunto C-84/82 habia, ade-
mds, mds elementos que avalaban esta tesis), las dos posibilidades de las que en
principio goza la Comisién (autorizar la ayuda o abrir el procedimiento de investi-
gacién formal) se reducen a una. Es decir, la duracién excesiva de la fase de inves-
tigacién previa no sélo es criticable (falta de diligencia) sino que, ademds, puede
considerarse reveladora (la Comisién alberga dudas).

8 De hecho, en el asunto C-84/82 citado por Espafia, la parte demandante ha-
bia presentado no sdlo un recurso de anulacién sino también de omisién: Alemania
solicitaba al TICE que declarase la omisién de la Comisién por no haber abierto el
procedimiento de investigacién formal respecto a unas ayudas otorgadas por Bélgi-
ca. Y el TJICE no lo admitié por faltar el requisito de requerimiento previo: aunque
Alemania habfa comunicado a la Comisién su opinién acerca del proyecto de ayu-
das belga, tal actuacién (manifestar que crefa que eran incompatibles) no podia ser
considerado como un requerimiento previo a efectos del entonces art. 175 TCE (ac-
tual art. 232 CE). En cambio, en el asunto Telecinco antes citado si se admitié: no
sélo se admitié el recurso (cumplia todas las condiciones, incluida la del requeri-
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fia no ha mantenido. Y es que la jurisprudencia del TICE reconocia el
derecho de los EE.MM. a reaccionar contra la falta de diligencia de la
Comisidn, pero no a beneficiarse silenciosamente de ella. Aun siendo cierto
que la Comisidn estaba alargando excesivamente la fase de investigacitén
previa, las ayudas debian considerarse como ilegales . El incumplimien-
to de la Comisién no subsanaba el incumplimiento de Espaiia.

3.2. FASE DE INVESTIGACION FORMAL

Como avanzamos ya, en junio de 1996 la Comision inicié la fase de
investigacién formal emplazando a todos los EE.MM. y partes interesa-
das a que presentasen sus observaciones ?. Pero ninguno de ellos hizo valer
sus derechos, de modo que todo el intercambio de informaciones y consi-
deraciones se produjo entre Espafia y la Comisién. El primero de ellos en
julio de 1996, que fue cuando Espafia presenté sus observaciones, pero
también a fo largo de 1997 y principios de 1998 como respuesta a dife-
rentes solicitudes de informacién que le dirigié la Comisién. Un total de
dos afios —en el transcurso de los cuales se inicid, de forma paralela, el
procedimiento relativo al Plan Renove I1?'— que finalmente concluyé con

miento previo) sino que ademds se estimé (el TPI declaré la omisién de la Comi-
sién; y aunque el incumplimiento no lo identificaba con la obligacién de abrir la
investigacién formal sino con la obligacién de cerrar la investigacién previa, a ello
debemos aifiadir la jurisprudencia en la que el TICE afirma que la duracién excesi-
va se puede interpretar como existencia de dudas y que la existencia de dudas exi-
ge la apertura de la investigacion formal).

¥ Partiendo de la idea de que las ayudas estatales falsean la competencia, s6ib
podran ejecutarse aquéllas que previamente hayan sido autorizadas por la Comisién.
De lo contrario, y con independencia de si el EM las habfa notificado o no, o, in-
cluso, del momento —previo o posterior a la ejecucién— en que hubiese procedido
a la notificacién, el EM estd faltando a sus obligaciones (ayuda ilegal). S6lo si trans-
currido un periodo de dos meses a partir de la notificacién, la Comisién no emitia
ninguna Decisién tras el preaviso del Estado, éste podia ejecutar la ayuda sin noti-
ficacién. S6lo en este caso, la ayuda ejecutada sin autorizacién no era ilegal (pasa-
ba a ser una ayuda existente).

% Comunicacién de la Comisién publicada en el DOCE C 266, de 13 de sep-
tiembre de 1996, p. 10.

2l En efecto, mientras este procedimiento estaba en marcha, Espafia y la Comi-
sién empezaron en 1997 a mantener otro paralelo y referido también al Plan Renove,
pero al segundo (Plan Renove industrial II, 1997); en el que Espafia mantuvo una
actitud menos colaboradora. Y es que aunque en esta ocasion —y a diferencia de lo
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la adopci6én de una Decisi6n en julio de 199822 Y donde Espaiia vefa un
mismo tipo de medidas (medidas que no constituyen ayudas), la Comi-
sién distinguié dos.

Por un lado, aquellas medidas que ho constituyen ayudas a efectos del
entonces art. 92.1 TCE porque no afectan al mercado comin. Y resultan-
do que el sector del mercado comin que en este caso podria verse afecta-
do es el del transporte (ya que la liberalizacién del transporte por carre-
tera en 1990 abrié la competencia con empresas de otros EE.MM., tanto
en el transporte internacional como en el nacional), la Comisi6én excluye
de la definicién de ayuda las medidas del Plan Renove destinadas a suje-
tos que, ya sea por estar vinculados a la idea de servicio piblico®, o por
su propia configuracién (tipo de actividad, dimensiones)?*, no tienen nin-
guna incidencia en el sector del transporte a nivel comunitario. De modo
que estas medidas pueden considerarse al margen de todo este procedi-
miento (no estdn sujetas a la obligacién de notificacién, no necesitan la
autorizacién de la Comisién).

sucedido con el Plan Renove I— Espafia si notificé las medidas, lo hizo en febrero
de 1997 en relacién con unas medidas que, con cardcter retroactivo, se aplicarian
desde principios de afio. Pero, ademads, Espafia no respondié a la solicitud de infor-
macién que le dirigié la Comisién: pidi6 en tres ocasiones una ampliacién del pla-
zo para responder pero, agotado el tercer plazo, siguié sin responder. Tras esto, en
noviembre de 1997 la Comisién comunicé a Espafia su decision de abrir el procedi-
miento de investigacién formal (emplazamiento para la presentacién de observacio-
nes: DOCE C 29, de 4 de febrero de 1999, p. 14).

22 Decisién de la Comisién de 1 de julio de 1998 relativa al régimen espafiol
de ayudas a la compra de vehiculos industriales Plan Renove Industrial (agosto de
1994-diciembre de 1996). DOCE L 329, de 5 de diciembre de 1998, p. 28.

2 Asi identificé la Comision a las entidades piblicas regionales y locales pero
también a las entidades privadas que prestan un servicio publico local (transporte
urbano de pasajeros, servicios de bomberos, recogida de basura...). Pues aunque
constitufian un importante grupo dentro de los destinatarios de estas ayudas, la Co-
misién declaré6 que debido a la falta de liberalizacién tales ayudas no afectaban a
los intercambios entre EE.MM. (la ayuda se concede en el contexto de la presta-
cién de un servicio publico a través de un contrato de concesién en un mercado
regulado).

?* En segundo lugar, la Comisién distingue a las personas fisicas o PYME de
sectores distintos del transporte a escala exclusivamente local o regional y cuando
sélo se subvenciona la adquisicién de pequeilos vehiculos industriales (categoria D)
utilizados habitualmente para trayectos muy cortos en ese entorno. Toda una serie
de condiciones que parecen asegurar, a juicio de la Comisién, que este tipo de acti-
vidades empresariales sélo afecta a los respectivos mercados locales de las empre-
sas; pero no a los intercambios entre EE.MM.
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Y, por otro lado, aquellas medidas que si son calificadas de ayudas
porque debido al tipo de actividad (transporte) o dimensiones (no sélo
comunitaria, sino también nacional) de sus beneficiarias, si tienen inciden-
cia en el sector del transporte a nivel comunitario. De modo que la Comi-
sién declara que todas las ayudas concedidas en el marco del Plan Renove
a personas fisicas o PYME dedicadas al transporte, ya sea como activi-
dad principal o secundaria, si son ayudas a efectos del entonces art. 92
TCE. Y esto significa que estdn sujetas al procedimiento comunitario pre-
visto al efecto. Esto es, ademds del deber de notificacién previa, que como
sabemos Espafia no cumplié (las ayudas son ilegales), las ayudas sdlo
podran ser autorizadas si la Comisién estima que no son contrarias al
mercado comin. Condicién que, finalmente, la Comisién declaré que tarn-
poco cumplian (las ayudas son incompatibles) y que le llevé a exigir su
devolucién.

En efecto, ademds de considerar que existid riesgo de acumulacién con
otras ayudas que habian sido autorizadas por la Comisién en 1993 y 1996,
la Comisién declara que estas ayudas del Plan Renove no pueden acoger-
se, por si mismas, a ninguna de las excepciones previstas en el Tratado;
ni a las establecidas con caricter general?® ni a las concebidas especifica-
mente para el sector de los transportes?. Ya que de todas esas excepcio-

% Con carécter general el Tratado prevé la compatibilidad de ciertas categorias
de ayudas clasificables en dos grupos. Compatibilidad automdtica. Un primer gru-
po de ayudas recogidas en el entonces art. 92.2 TCE y para las que, en atencién a
los objetivos que persigue, se dispone su compatibilidad automdtica: ayudas de ca-
ricter social concedidas a consumidores individuales; ayudas destinadas a compen-
sar perjuicios causado por desastres naturales o acontecimientos extraordinarios; ayu-
das destinadas a compensar los efectos de la divisién de Alemania. Son ayudas para
las que ni siquiera hace falta autorizacién pero que no son aplicables a este caso
porque el Plan Renove no perseguia ninguno de tales objetivos. Posibilidad de au-
torizacién. Y un segundo grupo de ayudas recogidas en el entonces art. 92.3 TCE y
cuya compatibilidad debe decidir la Comisién: ayudas con una dimensién regional;
ayudas que revistan un interés europeo; ayudas para solucionar una grave perturba-
cién econémica nacional; ayudas para el desarrollo de determinadas actividades;
ayudas para la promocién de la cultura o conservacién del patrimonio; ayudas au-
torizadas por el Consejo. De las cuales, como veremos, la dnica en la que podria
encajar es en la de ayudas a determinadas actividades.

% Autorizacién de las ayudas estatales concedidas para la coordinacién de los
transportes. Asi aparecia recogido en el entonces art. 77 TCE (actual art. 73 CE), poste-
riormente desarrollado por el Reglamento (CEE) n.° 1107/70 del Consejo de 4 de junio
de 1970 (DOCE L 130, de 15 de junio de 1970, p. 1) y cuya tltima modificacién era
el Reglamento (CE) n.° 543/97 (DOCE L 84, de 26 de marzo de 1997, p. 6).
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nes, s6lo una podria entrar en juego: la prevista en el entonces art. 92.3.c
TCE referida a las ayudas destinadas a desarrollar determinadas activida-
des econdmicas; pero la Comisién, aun a pesar de leer esta disposicion a
la luz de las Directrices sobre PYME y medio ambiente, la descarta.

Y es que ademds de estas excepciones que prevé el Tratado, en 1992
y 1994 la Comisién publicé unas Directrices referidas especificamente a
las ayudas a las PYME? y las ayudas a favor del medio ambiente %, res-
pectivamente. En cuanto a las PYME, la Comisién descarté en estas
Directrices que las ayudas que superasen un determinado umbral —ac-
tualizado en 1996%— fuesen consideradas ayudas a efectos del entonces
art. 92.1 TCE, de modo que no harfa falta ni notificarlas; es la llamada
regla de minimis. Y respecto a las ayudas a favor del medio ambiente, en
1994 la Comisién sefial6 en qué medida y bajo qué condiciones podian
autorizarse ciertas ayudas estatales a fin de garantizar la proteccién del
medio ambiente sin producir efectos desproporcionados en la competen-
cia ni en el crecimiento econémico. Pero a pesar de los esfuerzos de Es-
paiia por acogerse a alguna de estas previsiones, la Comisién las descartd.
Respecto a la regla de minimis, la Comisién recordé que no era aplicable
al sector del transporte; de modo que a pesar de que Espafia alegd que la
mayoria de los solicitantes potenciales s6lo ejercen actividades de transporte
por cuenta propia cuya actividad principal no es el transporte, la Comi-
sién declaré que, a efectos de excluir la aplicacién de la regla de minimis,
por transporte se entiende tanto la actividad de transporte por cuenta pro-
pia como por cuenta ajena. Y en lo que se refiere a las Directrices de
Medio ambiente, la Comisién declaré que los costes subvencionables de-
ben limitarse a los costes extraordinarios de inversi6n necesarios para al-
canzar objetivos medioambientales mediante la consecucién de normas mas
elevadas que las ya exigidas por ley; algo que —aclar6 la Comisién—
también puede aplicarse respecto a las normas de seguridad pero que en
este caso no se cumple en relacién con ninguno de los dos ya que las
ayudas Renove no suponen un incentivo para ir mds alld -——en términos

¥ Directrices comunitarias sobre ayudas de Estado a las pequefias y medianas
empresas (PYME); DOCE C 213, de 19 de agosto de 1992, p. 2.

% Directrices comunitarias sobre ayudas estatales a favor del medio ambiente.
DOCE C 72, de 10 de marzo de 1994, p. 3. Puesto que expiraron en diciembre de
1999, actualmente han sido sustituidas por unas nuevas Directrices (DOCE C 37,
de 3 de febrero de 2001, p. 3).

2 Comunicacion de la Comisién relativa a las ayudas de minimis; DOCE C 68,
de 6 de marzo de 1996, p. 9.
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medioambientales o de seguridad— de las normas técnicas obligatorias
existentes. Debiendo afiadirse a ello que las ayudas ni siquiera estdn en-
focadas —como exige en general 1a Comisién— a la nueva inversién, sino
a la sustitucién, ya que la subvencién que ofrece es proporcional al pre-
cio de los vehiculos no a su rendimiento ambiental o de seguridad.

4. CONTROL JUDICIAL DE LA DECISION DE LA COMISION

Contra esta Decisién de la Comisién presenta Espafia en septiembre
de 1998 un recurso de anulacién; y mds concretamente contra los arts. 3
y 4 por los que la Comisién declara ilegales, incompatibles y sujetas a la
obligacién de recuperacion las ayudas concedidas en el marco del Plan
Renove a personas fisicas o PYME dedicadas al transporte, ya sea como
actividad principal o secundaria, pero en cualquier caso sin estar vinculadas
a la prestacién de un servicio piblico®. Y, para ello, formulé cinco moti-
vos. Los tres primeros referidos a las ayudas (su existencia, compatibili-
dad o, incluso, su legalizacién por el paso del tiempo) y los dos dltirnos
a la obligacién de recuperacion (violacién del principio de proporcionali-
dad; falta de motivacién de la Decisién). Si bien la estimacién de los dos
primeros motivos hizo innecesaria la valoracién de los tres ultimos.

Como primer motivo Espaifia alegé que las medidas del Plan Renove
no eran ayudas a estos efectos; pero el TICE sélo lo estimé parcialmente.
Y es que de manera general, y partiendo de que por ayuda a efectos del
art. 92.1 TCE se entiende «toda ayuda otorgada por EEMM o mediante
fondos estatales, bajo cualquier forma, que falseen o amenacen falsear la
competencia, favoreciendo a determinadas empresas o producciones en la
medida en que afecten a los intercambios comerciales entre EEMM.», el
TICE consideré que el Plan Renove encajaba en este definicién. De modo
que aunque Espaila se habia esforzado por justificar que el Plan no se
dirigia a un determinado tipo de empresas y que, en cualquier caso, ni
falseaban la competencia ni afectaban a los intercambios intracomunitarios,

Y, con posterioridad, esta Decision también fue impugnada por la Confedera-
cién Espafiola de Transporte de Mercancias (CETM). Pero la legitimacién de la
demandante se entendié limitada a la defensa de los intereses individuales de sus
miembros, de modo que el recurso tuvo que limitarse a apreciar la legalidad de la
Decisién s6lo en lo referente a las ayudas concedidas a PYME que se dedican al
transporte de mercancias. El recurso fue finalmente desestimado: St. de 29 de sep-
tiembre de 2000, CETM/Comision, T-55/99, Rec. p. 11-3207.
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el TJCE afirmé que si son ayudas a unas empresas concretas (las PYME)
y que, segln habia probado suficientemente la Comisién, tienen una re-
percusién en la competencia y los intercambios intracomunitarios. Reper-
cusién que, sin embargo, no necesité comprobar en relacion con un con-
creto tipo de ayudas: las ayudas destinadas a empresas que sélo efectian
transportes para sus propias necesidades que no superen el umbral fijado
en la regla de minimis. Y es que, en contra de lo dispuesto por la Comi-
sién en la Decisién impugnada, el TICE declara que los no profesionales
del transporte no pueden ser considerados como operadores del sector del
transporte. Y, por tanto, no les afecta la excepcién —no aplicacién de la
regla de minimis— establecida para este sector.

En segundo lugar, Espafia alegé que, en caso de ser consideradas «ayu-
das», las medidas previstas en el Plan podrian acogerse a la excepcidn del
entonces art. 92.3.c TCE (posibilidad de autorizar las ayudas destinadas
al desarrollo de determinadas actividades, siempre que no alteren las con-
diciones de los intercambios en forma contraria al interés comin). Consi-
deracién cuya pertinencia no debe analizarse, a la vista de la estimacién
parcial del primer motivo por el TICE, respecto a todo el Plan Renove
sino s6lo respecto a: las ayudas destinadas a no profesionales del traspor-
te superiores al umbral de minimis; las ayudas destinadas a profesionales
del transporte. Y las razones esgrimidas por Espafia para acogerse a esta
excepcion son los objetivos de mejora de la seguridad vial y de protec-
cién medioambiental que persigue el Plan.

Pues bien, aunque el TICE empieza recordando que para la aplicacién
de esta excepcion la Comisién goza de una amplia facultad de aprecia-
cién, advierte también que esto no significa que esté fuera del control
judicial, puesto que en todo caso el Tribunal podrd comprobar el respeto
de las normas de procedimiento y de motivacién, asi como controlar la
exactitud material de los hechos alegados y la ausencia de error de Dere-
cho, de error manifiesto al apreciar los hechos o de desviacién de poder.
De modo que aunque si es verdad que a tenor del art. 92.3.¢c TCE la Co-
misién «puede» —pero no necesariamente «debe»— declarar compatibles
las ayudas destinadas al desarrollo de determinadas actividades que no
alteren las condiciones de los intercambios en forma contraria al interés
comiin, no es menos cierto que las directrices y comunicaciones que ella
misma adopte si le vinculan. De modo que en el presente caso, la Comi-
sién debia atenerse, en concreto, a las Directrices de medio ambiente; re-
sultando que para saber si una ayuda puede ser autorizada con arreglo a
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dichas Directrices es imprescindible determinar primero si la medida debe
ser calificada como «ayuda a la inversién» o como «ayuda de funciona-
miento». Y por ello, ya que de la Decisién no se deduce en cudl de estas
dos categorias incluy6 la Comisién el Plan Renove, el TICE —haciendo
uso de su facultad de examinar de oficio las infracciones del entonces
art. 190 TCE (actual 253 CE)— declara que la Decisién impugnada ado-
lece de falta de motivacién en cuanto a la compatibilidad del Plan con
los criterios de medio ambiente. Considerando el TICE que las aclaracio-
nes ofrecidas ahora en el procedimiento judicial al determinar en qué ca-
tegoria —la de «ayudas de funcionamiento»— incluia el Plan no regula-
riza la Decisién pues, salvo casos excepcionales, al interesado se le debe
comunicar la motivacién al mismo tiempo que la Decisién lesiva.

Y, esta violacién del deber de motivacién en cuanto a la aplicacién de
las Directrices de medio ambiente ;invalida en su totalidad la decisién de
la Comisién de no aplicar la excepcién del 92.3.c TCE? Sélo en la medi-
da en que una ayuda quedase fuera del campo de aplicacién de estas Di-
rectrices, podria seguir manteniéndose —y sélo respecto a tal medida—
la Decision de la Comisién. Pero, al contrario de la regla de minimis, las
Directrices de medio ambiente si se aplican en el sector de los transpor-
tes. De modo que, sin entrar a valorar si el efecto producido (el aumento
en volumen de la capacidad del sector del transporte) por las medidas es
contrario a las normas especificas sobre transporte, porque de ser asi la
Comisi6én tendria que haber limitado la declaracién de incompatibilidad a
unos pocos casos (aquéllos en los que el vehiculo nuevo era de categoria
superior al viejo), el TICE considera que la violacién del deber de moti-
vacién también alcanza a lo dispuesto en la Decisién acerca de las ayu-
das a transportistas profesionales. Y tampoco el argumento de una «posi-
ble» acumulacién de ayudas es vdlido, pues de los criterios definidos por
la propia Comisién sobre esta cuestién®' no se desprende que un régimen
de ayudas no pueda ser declarado compatible con el mercado comiin por-
que algunos de sus beneficiarios ya hayan recibido ayudas autorizadas por
otro concepto (lo que tendria que hacer Espafia es, en su caso, notificar a
la Comisién los casos significativos de acumulacién de ayudas con dis-
tintas finalidades).

3 Comunicacién de la Comisién sobre la acumulacién de las ayudas destinadas
a diferentes fines. DOCE C 3, p. 2; Edicion especial 08/02, p. 145.
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5. CONCLUSION

Quiza antes de entrar a estudiarlo, la primera impresion que puede
tenerse de todo este asunto (entendiendo por tal no sélo el recurso de
anulacién sino todo el proceso iniciado desde que Espafia pone en mar-
cha el Plan Renove) es la siguiente. Por un lado, que Espafia no supo, o
no quiso, ajustarse a las exigencias establecidas en el Tratado y desarro-
lladas entonces sélo por la jurisprudencia en materia de control de ayu-
das de Estado; y ello porque ni notificé las ayudas a la Comisién, ni supo
interpretar en su verdadero sentido la excesiva duracién de la fase de in-
vestigacién previa. Y, por otro lado, que la Comisién no estuvo acertada
en su apreciacion de parte de las ayudas: pues el TICE anula las disposi-
ciones en las que la Comisidén declara que las ayudas del Plan Renove (no
incluimos, por tanto, las medidas que a estos efectos no son consideradas
ayudas) son incompatibles con el mercado comin y estin sujetas a la
obligacién de recuperacién. Esto es, errores de procedimiento en el caso
de Espaiia; errores de fondo en el caso de la Comisién.

Sin embargo, a estas alturas nuestras conclusiones son distintas. En
primer lugar, Espafia no andaba tan desencaminada al considerar que las
medidas no estaban sujetas al deber de notificacién; pues, en efecto, de
tal obligacién estaban exentas: las ayudas concedidas por entidades terri-
toriales y entidades de prestacion de servicios publicos; y las ayudas con-
cedidas a personas fisicas 0 PYME dedicadas a actividades distintas del
transporte, si lo hacen a escala exclusivamente local o regional o si la ayuda
no supera el umbral de minimis. Y, sin embargo, a pesar de su aparente
buena actuacién ante el TJCE, lo cierto es que aunque si puede atribuirse
a Espafia el argumento relativo a la aplicacién de la regla de minimis a
las ayudas concedidas a los transportistas no profesionales, por lo que
respecta a las demads ayudas el argumento finalmente decisivo —Ila viola-
cién del deber de motivacién— no fue idea de Espaiia sino del propio
TICE*®.

32 De hecho, en el otro recurso de anulacién presentado contra esta misma De-
cisidén, la demandante no acude a este argumento (ni a ningln otro), de modo que
el TPI no se opone a la aplicacién que del entonces art. 92.3.c. TCE hizo la Comi-
sidn en la Decisién (St. de 29 de septiembre de 2000, CETM/Comisién, T-55/99;
aptados. 109-111). Y por lo que respecta a este recurso presentado por Espaiia, el
Abogado general no barajé la posible violacién del entonces art. 190 TCE, de modo
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Y, por su parte, la Comisién incurrié en errores de procedimiento. Asi
sucedié al alargar en exceso la fase de investigacién previa; pues que de
ello no pueda derivarse —como pretendia Espafia— la legalizacién de las
ayudas, no impide calificar de incumplimiento esta actitud. Pero también
por lo que respecta a la Decisioén adoptada al cierre de la fase de investi-
gacién formal. Y no tanto porque no se puede comunicar con posteriori-
dad a la adopcidn de una Decisién, la motivacién de dicha Decisién; pues
pretender regularizar de este modo la infracciéon cometida mas que una
equivocacién parece un intento a la desesperada. Sino, precisamente, por
no haber sido consciente en su momento de que estaba violando el deber
de motivacién; un error que no prejuzga el fondo —quiza en la nueva De-
cisién la Comisién vuelva a declarar la incompatibilidad de las ayudas—
pero que ha supuesto la estimacién del recurso de anulacién.

De modo que tanto Espafia como la Comisién han incurrido en erro-
res de procedimiento y en errores de fondo*. Resultando que, hoy por hoy,
una parte de las ayudas del Plan Renove contindan sin calificar.

que —al contrario de lo que haria el TICE— desestimé el segundo motivo (Con-
clusiones del Sr. Siegbert Albert al asunto C-351/98; presentadas el 7 de mayo de
2002).

3 Un comentario a esta misma sentencia, pero desde una perspectiva mds criti-
ca con Espafia y menos con la Comisién es el de FERNANDEZ TORRES, J. R.: «El
Plan Renove Industrial, ;jcontra las cuerdas? Comentario a la Sentencia del Tribu-
nal de Justicia de las Comunidades Europeas de 26 de septiembre de 2002», en
Boletin Aranzadi Administrativo, nim. 1/2002.
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